
Apuntes sobre la idoneidad del procedimiento de desahucio por precario para 
obtener el lanzamiento de los deudores 

El Tribunal Supremo nos tiene dicho con ocasión de enfrentarse a la cuestión relativa 
a la idoneidad del procedimiento de desahucio por precario para obtener el 
lanzamiento de los deudores hipotecarios ocupantes de la vivienda, objeto de venta 
forzosa en un procedimiento de ejecución hipotecaria, cuando esos deudores son 
potenciales beneficiarios de la suspensión de los lanzamientos prevista en el art. 1 de 
la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección a los deudores 
hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social, siempre que cumplan los 
requisitos del art. 2 de dicha ley. 

La finalidad de dicha disposición general se exterioriza en su preámbulo en el que se 
puede leer: «La atención a las circunstancias excepcionales que atraviesa nuestro 
país, motivadas por la crisis económica y financiera, en las que numerosas personas 
que contrataron un préstamo hipotecario para la adquisición de su vivienda habitual se 
encuentran en dificultades para hacer frente a sus obligaciones, exige la adopción de 
medidas que, en diferentes formas, contribuyan a aliviar la situación de los deudores 
hipotecarios. [...]» A estos efectos se aprueba esta Ley, que consta de cuatro 
capítulos.» El primero de ellos prevé la suspensión inmediata y por un plazo de dos 
años de los desahucios de las familias que se encuentren en una situación de especial 
riesgo de exclusión. Esta medida, con carácter excepcional y temporal, afectará a 
cualquier proceso judicial de ejecución hipotecaria o venta extrajudicial por el cual se 
adjudique al acreedor la vivienda habitual de personas pertenecientes a determinados 
colectivos. En estos casos, la Ley, sin alterar el procedimiento de ejecución 
hipotecaria, impide que se proceda al lanzamiento que culminaría con el desalojo de 
las personas». 

Pues bien, en aplicación de lo dispuesto en la LEC y con la finalidad además de evitar 
que los adjudicatarios de las viviendas en tales procesos pudieran «acudir al juicio de 
precario, con la intención de liberarse o dificultar la aplicación del régimen tuitivo que 
establece la Ley 1/2013 y sus sucesivas modificaciones, del que se benefician los 
deudores hipotecarios en situación de especial vulnerabilidad, quienes deben ser 
debidamente tutelados en sus intereses legítimos», de esta forma y en principio, no 
cabe negar a quien es dueño, usufructuario o persona con derecho a poseer la finca, 
la posibilidad de instar su recuperación posesoria mediante el juicio de precario al que 
se refiere el art. 250.1.2.º LEC. Ahora bien, cuando dicha pretensión sea ejercitada por 
el acreedor ejecutante o por cualquier otra persona física o jurídica adjudicataria de la 
vivienda en el juicio de ejecución hipotecaria, estos deberán interesar el lanzamiento 
del deudor en el propio procedimiento  porque el título del derecho, que faculta al 
acreedor ejecutante y/o adjudicatario de la vivienda a solicitar su entrega, proviene del 
propio procedimiento de ejecución hipotecaria. Con carácter general, el art. 61 de la 
LEC, salvo disposición legal en otro sentido, atribuye al tribunal que tenga 
competencia para conocer de un pleito para resolver sus incidencias y la ejecución de 
lo resuelto. Con respecto al proceso de ejecución, el art. 545.1 LEC se manifiesta en 
similares términos. Y el art. 675.1 de la LEC, en sede de procedimiento de ejecución 
hipotecaria, también atribuye al adquirente el derecho a interesar la entrega del bien 
hipotecado en el propio procedimiento especial. De esta forma, la competencia 
funcional para conocer del incidente de solicitud de suspensión del lanzamiento y 
comprobación de sus requisitos, que se acreditarán, por el deudor hipotecario, en 
cualquier momento del procedimiento y antes de la ejecución del lanzamiento, 
corresponde al juez o al notario encargado de la tramitación del juicio hipotecario, 
como norma el art. 2 de la Ley 1/2013.» Lo dispuesto en el art. 675.2 II LEC se 
circunscribe a los ocupantes del inmueble, que no tengan la condición de deudores 
hipotecarios, ya sean arrendatarios u ocupantes de hecho. Así resulta, también, de la 



remisión que efectúa dicho precepto al art. 661 LEC. No es, por consiguiente, 
aplicable, al presente caso, el plazo al que se refiere el art. 675, cuando norma que, 
una vez transcurrido un año sin haber instado el desalojo, la parte adquirente hará 
valer sus derechos en el juicio que corresponda, toda vez que nadie discute que el 
demandado es deudor hipotecario, que ha perdido su título dominical en virtud de la 
venta forzosa llevada a efecto precisamente en el procedimiento de ejecución 
hipotecaria, y no arrendatario o tercero ocupante de hecho. 
 
Es el decreto de atribución de la condición de adjudicatario de la vivienda litigiosa, que 
habilita para hacer efectivo el derecho a la entrega de la cosa, y correlativo 
lanzamiento de quien la ocupa, en el propio juicio de tal naturaleza. 
 
           Salvo mejor opinión 


